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Resumen

El régimen de Vicente Fox como presidente ajeno al gobierno que por más de setenta años ejerció un dominio hegemónico representado por una organización política (el PRI junto con sus antecedentes nominales, PNR y PRM), significó un conjunto importante de cambios para la democracia mexicana. Parte de estos cambios involucran el factor militar y por ende, la relación cívico-castrense que ha privado desde 1928.

En este sentido, y atendiendo el desarrollo particular de este fenómeno en el que los analistas coinciden en diferenciarlo de procesos similares ocurridos en el resto de los países del hemisferio (Centro y Sudamérica), por un lado, conviene hacer una recapitulación puntual de las caracterizaciones que sobre México se han realizado. Y por otro lado, resulta indispensable acotar las tendencias de cambio institucional en la relación civil-militar a partir de proceso de transición política experimentado en los últimos años. Las cuestiones principales que se busca dilucidar giran en torno de la posible consolidación de tendencias institucionales en el ámbito castrense que hagan vulnerable, en el mediano y largo plazos, la definición constitucional de la supremacía civil sobre la organización militar. La lucha contra el narcotráfico y la seguridad pública son dos variables que, desde la perspectiva de este ensayo, constituyen la base para dicho debilitamiento

En lo externo, la pretensión del ensayo apuntará hacia la identificación de los efectos que en materia de seguridad y defensa (en especial la definición de la supremacía civil sobre el estamento militar), han tenido eventos fundamentales a nivel global: los atentados terroristas contra los Estados Unidos el 11 de septiembre de 2001 y la guerra emprendida en Oriente próximo contra Irak (primavera de 2003). 

La diferenciación del análisis en aspectos internos y externos sobre la agenda de defensa y la relación civil-militar es del todo relativa y útil sólo en términos de exposición toda vez que el fenómeno de la globalización hace más difícil trazar una línea definida de separación de dichos ámbitos. Sin embargo, el ensayo concluye con un ejercicio primario de prospectiva procurando una visión de conjunto (incluyendo el contexto hemisférico y la relación con los Estados Unidos) sobre el tema tratado.

1. Caracterización histórico-política.

El esquema de dominación política emanado de la Revolución mexicana, tuvo como divisa clara y contundente el hecho que los jefes-caudillos militares se identificasen en la figura del Presidente en una rara mezcla de lealtad personal e institucional
. Por ello le fue posible a los primeros presidentes posrevolucionarios como Obregón, Calles, Cárdenas y aún Manuel Ávila Camacho someter con éxito la sucesivas y cada vez más débiles rebeliones armadas a cargo de caudillos inconformes luego del triunfo de la Revolución. La primera de ellas fue significativa al involucrar a más de la mitad de los soldados del ejército y varios jefes militares importantes. De este modo el entonces nuevo régimen demostró que no estaba sustentado sólo ya que la élite gobernante había llevado a cabo una estrategia complementaria de alianzas sociales con obreros y campesinos que, además, legitimaban al nuevo régimen
.

La estrategia de sometimiento y restructuración militar acorde con las necesidades del nuevo Estado mexicano tiene su verdadero punto de inflexión en un pacto no escrito entre gobernantes y caudillos militares que deciden impulsar una estrategia de largo plazo en la que todo el poder político derivaba de dos figuras institucionales que encarnasen la ideología revolucionaria: el presidente y la fundación de un partido político. Este pacto se concibe en la emblemática sede del poder presidencial de entonces, el Castillo de Chapultepec en 1928 y constituye la génesis de todo una forma de ejercicio del poder que se extendió por más de seis décadas y en el cual las fuerzas armadas fueron garantes últimos de la estabilidad de un régimen con tintes autoritarios y clientelares
. 
El momento histórico es por demás crítico al suscitarse por un asesinato político: Alvaro Obregón, ya como Presidente electo muere en manos de un fanático religioso. Plutarco Elías Calles apuesta por medidas de alto riesgo para evitar la ingobernabilidad e incluso la desaparición del régimen: luego de elogiar la institucionalidad del ejército, hace un llamado público a todos sus miembros para que rechacen toda insinuación al “cuartelazo”, es decir, golpe de Estado. En forma privada, Calles se reunió con los generales más influyentes y leales a los ideales de la Revolución. La solicitud presidencial es directa: que se apartaran de los procesos políticos y su apoyo para encontrar un candidato de unidad que salvara el riesgo de una guerra civil. El efecto principal de este complejo proceso de transición fue transferir el control del apoyo social al régimen, de los mandos del ejército a una organización política (el Partido Nacional Revolucionario que, a la postre, se convertiría en el Revolucionario Institucional, PRI), institucionalizando así las relaciones de poder del nuevo Estado Mexicano.
Lázaro Cárdenas (1934-1940) consolida la actividad militar dentro de la política a cambio de su sumisión a la autoridad presidencial, incorporando a los soldados como un sector partidista del entonces llamado Partido de la Revolución Mexicana, PRM. Su sucesor, el también general Manuel Ávila Camacho (1940-1946), decidió separar al sector militar del partido oficial y procuró hacer de él una fuerza armada más sólida y eficiente en su organización. En conjunto, tanto Cárdenas como Ávila Camacho dieron continuidad a esta estrategia de supervivencia del nuevo régimen con una visión de largo plazo. Así fue que ambos estadistas lograron culminar, con acciones divergentes y complementarias, la dominación de la fuerza armada
.
Una vez establecido el régimen posrevolucionario, las fuerzas armadas jugaron un papel relevante en labores de control que garantizara la hegemonía de la presidencia y su partido. De este modo, la historia registra sucesos protagónicos de conflictos sociales y aún armados que requerían, más que una solución de fuerza militar, una atención política específica, siempre, acatando órdenes del mando civil al que está subordinado.

· En 1949 perpetra un asesinato colectivo de estudiantes de la Universidad Nicolaíta en Michoacán;

· En 1956 ocupan las instalaciones del Instituto Politécnico Nacional;

· En 1958 reprime la insurgencia civil contra el cacicazgo local de San Luis Potosí; 

· Entre 1958 y 1959 participa activamente en la desarticulación violenta de los Movimientos de telegrafistas y ferrocarrileros;

· En 1960 ocupa la Escuela Nacional de Maestros;

· En 1966 ocupa también la Universidad de Morelia;

· En 1967 interviene en la huelga estudiantil de la Universidad de Sonora; y,

· En 1968 su intervención ocupa un primer plano para contener las manifestaciones del movimiento estudiantil-popular de ese año y que culmina el 2 de octubre con la matanza masiva e indiscriminada de estudiantes y civiles en la Plaza de las Tres Culturas de Tlatelolco
.

Tratándose de conflictos rurales, que degeneraron en incipientes movimientos guerrilleros, cabe mencionar el uso de la acción militar contra las demandas agrarias de Rubén Jaramillo en Morelos y que concluye con su ilegal arresto y brutal asesinato junto con su familia en 1962; en 1965 el ejército resiste en Chihuahua el asalto al cuartel Madera por militantes guerrilleros quienes, finalmente, son acribillados y denostados públicamente como simples bandoleros; en 1967 el ejército es responsable de la matanza colectiva de civiles desarmados en un mitin magisterial en Atoyac, Guerrero, lo que da origen al movimiento guerrillero del profesor rural Lucio Cabañas Barrientos con el denominado Partido de los Pobres (PDLP) y su Brigada de Ajusticiamiento y que termina con su asesinato a mediados de la década de 1970; la misma suerte corrió la guerrilla de Génaro Vázquez a principios de la misma década.

El fenómeno de la guerrilla urbana en México fue contrarrestado por el Estado mexicano llevando a cabo su propia guerra sucia, un tanto cuanto diferenciada de las que se observaron en las dictaduras militares latinoamericanas del Cono Sur, donde las fuerzas castrenses tuvieron un papel preponderante, junto con fuerzas policiales y parapoliciales, en la supresión física de los opositores al gobierno, fueran o no miembros de un grupo subversivo levantado en armas
.

Los elementos de nuestro instituto armado fueron utilizados también en jornadas electorales con una doble función, una de tipo meramente policial para preservar el orden, y otra de tipo político, ya sea para contribuir activamente en triunfos fraudulentos a favor del partido oficial (p.ej., al organizar brigadas volantes de votantes con elementos de las fuerzas armadas, particularmente en zonas rurales abundan testimonios en este sentido), o bien, para sofocar el descontento de electores que han decidido defender su voto al considerar que se cometió fraude por parte del gobierno a favor de su partido
.

Tradicionalmente, el sector castrense se sometió en forma institucional al poder civil a cambio de un trato diferenciado que se caracterizó, en un principio, por cuotas políticas o económicas. Fue así como los militares formaron parte de los diferentes niveles de gobierno, o bien, actuaron como legisladores o dirigentes del partido oficial.

En la medida en que empieza a debilitarse el modelo clientelar, a principios de los años setenta, y crece la escasez de los recursos públicos, el esquema de recompensas se modifica en forma sutil, aprovechando la nueva misión: el combate a las drogas. Desde entonces, los regímenes de la Revolución adoptaron una política de dejar hacer y dejar pasar, siempre y cuando las Fuerzas Armadas continuasen siendo funcionales al presidencialismo mexicano. En los años setenta y al principio del decenio siguiente, su participación en la lucha contra la guerrilla rural y urbana se manifestó de dos maneras fundamentales, siempre siguiendo la directriz presidencial, ya sea en la confrontación abierta con la primera, o bien, en la particular guerra sucia contra la segunda, uniendo esfuerzos con los elementos más oscuros de las fuerzas policiacas existentes (la Dirección Federal de Seguridad, la Dirección de Investigaciones para la Prevención de la Delincuencia —sucesora del Servicio Secreto— y la Judicial Federal), dando origen a la famosa Brigada Blanca.

Posteriormente, Carlos Salinas manipuló hábilmente las ambiciones de todos los sectores militares en aras de preservar su dominio y su proyecto político. Esto tuvo un costo muy alto en términos de deterioro institucional de las Fuerzas Armadas, pues fueron utilizadas políticamente y se recurrió a ellas para el desempeño de tareas cuestionables. Vale recordar aquí conflictos laborales como aquél en el que se dispuso el resguardo de las instalaciones de la compañía minera de Cananea, Sonora, o aquél otro en el que se destinó transporte militar para sustituir los autobuses de Ruta 100 en la Ciudad de México
.

El presidente Zedillo, además de empeñarse en seguir una ruta trazada de antemano, carga ahora con un saldo negativo en función de que le ha tocado pagar los costos de una decisión de la que no fue partícipe directo. Con culpas ajenas y propias (recuérdese el affaire de los libros de texto cuando era secretario de Educación y molestó al Ejército por el pasaje de la masacre de Tlatelolco), Zedillo se limitó a destinar mayores recursos presupuestales —sin fiscalizar— y a promover modificaciones legales en materia de disciplina militar. Nada de esto fue suficiente para evitar el encarcelamiento de generales de división acusados de narcotráfico.

2. El cambio foxista.

Luego del 2 de julio de 2000, Vicente Fox amplió su propia oferta de cambio político implicando al mismo ejército
. Sin embargo, a la mitad de su gestión como se observa a la luz del desempeño gubernamental, el alcance de la transformación ha sido limitado pues se omitieron de tareas y reformulaciones de la relación cívico-militar que están en la mesa de la discusión pública desde hace tiempo.

Parte de esa agenda comprende, entre otros aspectos, 1) la revisión institucional de la justicia militar y varios de sus aspectos que se vinculan necesariamente con la jurisdicción civil; 2) la rendición de cuentas en materia presupuestal, y sobre todo financiera, a la luz de un nuevo esquema de fiscalización que permita correcciones institucionales y legales que fortalezcan, por ejemplo, los beneficios asistenciales dirigidos a sus miembros (como pensiones u otras materias más delicadas que se relacionan con el gasto militar); 3) ponderar la profesionalización del servicio de las armas, lo que reformularía el carácter actual de servicio militar obligatorio; 4) la discusión y definición concreta respecto de la figura, aún vigente en nuestra Constitución, de la Guardia Nacional; y, 5) la redefinición legal, y al margen de decisiones discrecionales, de las misiones militares dentro y fuera del territorio nacional, en especial, las que se refieren a la lucha contra el narcotráfico, las acciones de pacificación y las de ayuda humanitaria
.

Desde la perspectiva del nuevo régimen, la agenda relacionada con las fuerzas armadas gira sólo en torno de fortalecer los programas de servicio militar con el enfoque de beneficio comunitario que ha observado en los últimos veinte años; mejorar la estructura jurídica de las fuerzas armadas, en particular en lo que se refiere a las estructuras administrativas y a los derechos humanos en el seno de sus dependencias; e incrementar la participación de la mujer en los sectores castrenses.

Estos planteamientos genéricos y ambiguos manifiestan la ausencia de una propuesta de cambio y la continuidad de un comportamiento institucional de la relación civil-militar que no marca la diferencia cualitativa respecto del sistema político priísta. En efecto, si se consideran los planteamientos públicos que hicieran Vicente Fox y sus colaboradores encargados de formular propuestas en materia de seguridad y defensa, existe un contraste con lo que finalmente se ha plasmado como estrategia de gobierno de todo un sexenio. Más aún, el contenido en el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, no refleja por completo la voluntad expresada por Fox en el sentido de que estaría “permanentemente actualizando y modernizando el Ejército Mexicano...”
. Los procesos de modernización institucional castrenses en las democracias no se limitan a la mera asignación creciente de recursos y a cambios secundarios en las leyes. En mayor o menor medida, tales procesos implican una definición clara respecto de los papeles que juegan los militares bajo la supremacía civil.

Como si hiciera falta legitimidad democrática a su mandato presidencial y como no se observa ningún otro antecedente en el México moderno, desde que asumió el poder, Vicente Fox fue enfático y recurrente en ensalzar a las fuerzas armadas. Más allá del cumplimiento de ritos del sistema político mexicano, el nuevo mandatario dejó claro que gobernaría con el apoyo del ejército, el mismo que había servido en forma institucional a un partido diferente al suyo en los pasados 70 años.

Vicente Fox, quien accedió al poder prometiendo nuevas prácticas políticas, en forma paradójica recurrió a la vieja fórmula de los primeros caudillos revolucionarios que impulsaron la institucionalidad del ejército (Obregón y Calles), ofreciendo no sólo mejorar la calidad de vida de sus miembros, sino “humanizar” a las fuerzas armadas
. Los militares, por su parte, además de reflejar el lenguaje político del régimen foxista (cambio)
, fueron incorporados a mayores responsabilidades de gobierno en el ámbito policiaco, reforzando y ampliando así sus márgenes de acción en la lucha contra el narcotráfico aumentando a su vez sus prerrogativas presupuestal y de equipamiento. Esto último resulta significativo al considerar que, antes de asumir el gobierno, los especialistas encargados por Fox en materia de seguridad habían determinado que lo más recomendable era ocupar a los militares “sólo para erradicación de cultivos e intercepción de enervantes”
.

Sin embargo, el estamento militar no sólo evitó ese repliegue, pese al escándalo, meses antes del inicio del nuevo gobierno, sobre el involucramiento de dos generales más en actividades de narcotráfico (y sometidos a la justicia castrense)
, sino que apenas en el primer mes de gobierno, sus acciones e influencia abarcaron incluso el combate contra el crimen organizado, “cumpliendo las directrices de la administración pública federal”
. Esta decisión del gobierno de Fox ha quedado ya plasmada como parte de la estrategia sexenal en el Plan Nacional de Desarrollo
, lo que supone, en principio, un espacio protagónico mayor para las fuerzas armadas en materia de seguridad pública en detrimento de otros procesos de consolidación institucional en la materia pero desde el ámbito civil.

En términos presupuestales, el Congreso aprobó para el primer año de gobierno, casi en su totalidad la propuesta original de Vicente Fox para las Fuerzas Armadas (de 31 mil 388.4 millones a 31 mil 298.0 millones de pesos) y que representan casi un 3% de aumento respecto del año anterior, manteniéndose así en la tasa promedio de los últimos años en cuanto a Producto Interno Bruto (0.5 %).

En materia de justicia militar, el presidente Fox , ha hecho valer más sus poderes discrecionales antes de fortalecer la eficacia de la aplicación de la ley, lo que representa en la práctica, la reproducción de un estilo autoritario de gobernar al restablecer términos de negociación estrictamente política en aras de consolidar una imagen pública. Así fue en el caso de los integrantes del llamado “Comando Patriótico de Concientización del Pueblo” que se manifestaron públicamente por cambios al interior de las fuerzas armadas a fines de 1998, y que fueron perseguidos y encarcelados en los meses siguientes. Fueron liberados al comienzo de 2001 más “por instrucciones superiores” que por haber logrado varios fallos favorables ante la justicia civil federal. Lo mismo sucedió con un coronel acusado de filtrar supuesta información de inteligencia militar sobre la lucha contra el narcotráfico, que involucraba presuntamente a un familiar del anterior titular de la Defensa.
 Salió bajo fianza en marzo de 2001. Los protagonistas de estos incidentes que lograron atraer la atención pública y pensar en manifestaciones internas de los miembros de las fuerzas armadas que promoviesen cambios estructurales en su institución, dejaron tras su liberación un rastro de silencio contrastante con su activismo precedente. A estos casos peculiares se antepone la firme postura de la Sedena de considerar innecesaria la figura de un Ombudsman militar
, en tanto que su principal impulsor dentro del ejército fue hecho preso de la justicia castrense bajo innumerables acusaciones que no terminaron de resolverse en instancias jurisdiccionales, tanto nacionales como ante organismos externos de derechos humanos. En todos estos casos, la justicia castrense denota un ejercicio discrecional y la resolución de aplicarla más en términos políticos que jurídicos
.

3. Riesgos Estructurales

En la agenda de la relación civil-militar de México, debe destacarse en análisis en dos variables que, por su impacto político y presupuestal inmediato, tienden a modificar de manera sustancial la caracterización del Estado en su proceso de transición democrática. Se trata de la lucha antinarcóticos y la militarización de las funciones policiales.

Las fuerzas armadas han participado en forma sistemática en la lucha contra el narcotráfico desde hace poco más de 25 años. Desde el inicio de esta participación, existieron señales claras de los riesgos de dicha decisión, en especial la exposición de los militares al poder corruptor del narcotráfico. La presión norteamericana de los años ochenta para impulsar la participación de los ejércitos del hemisferio en esta lucha, coincidió con el viraje ideológico de una clase política mexicana con un proyecto tecnocrático y neoliberal en lo económico, misma que no se sustrajo de dicha influencia.

En los últimos años, las acusaciones graves en contra de oficiales de alto rango, nos llevan a cuestionar si la misión castrense en la lucha contra el narcotráfico ha cubierto las expectativas planteadas en cuanto a su incidencia social y delictiva. Durante el régimen de Ernesto Zedillo (1994-2000), según las cifras oficiales, fueron confiscadas por las fuerzas armadas 76.5 toneladas de cocaína, lo que representa, según estos cálculos, casi un 90 por ciento más de lo que se decomisó en la administración precedente de Carlos Salinas (1988-1994).

En los primeros tres meses de gobierno de Vicente Fox, luego que de manera expresa se anuncia que el ejército asume gran parte de la responsabilidad en la lucha contra el narcotráfico
, se reporta el aseguramiento de, entre otras sustancias, 23 kilos de cocaína, 137 toneladas de marihuana y el decomiso de 440 armas de fuego. En el caso de la cocaína, las propias autoridades destacan que la acción de decomiso representa una tendencia decreciente respecto del año anterior
 (en el 2000 capturaron 3.2 toneladas).

Las cifras oficiales de aseguramiento o decomiso, tanto de coca como de mariguana, varían según su origen. La Secretaría de la Defensa Nacional señala la captura (entre el 1 de diciembre de 2000 y el 31 de marzo de 2002) de 6.5 y mil 599 toneladas, respectivamente. En tanto que la PGR reporta, hasta el año pasado, 4.2 toneladas de coca y 482.9 de mariguana. Hacia el primer informe de gobierno, el presidente Fox afirmaba que las cifras correspondían a 13.1 y 816.3 toneladas de cada producto. Tratándose sólo de la cocaína, el procurador general, afirmó que hasta antes del segundo informe de gobierno se habían asegurado más de 37 toneladas
. Asumiendo esta última cifra como verdadera, se puede afirmar que en el 2002 se ha aseguró casi el doble de cocaína de la decomisada en 2001.
Sin embargo, tomando en cuenta la cifra más alta de aseguramiento de cocaína que reporta el gobierno foxista, ésta representa, en casi dos años de gobierno, apenas 8.5% del total que pasa por nuestro país en un año, y de lo que finalmente llega a Estados Unidos. En efecto, pues según estimaciones propias del Departamento de Estado estadunidense, cada año se producen en promedio 650 toneladas de cocaína en los países andinos. En el trasiego y su ruta hacia su principal destino, de acuerdo con las mismas fuentes, dos terceras partes de esa producción pasan por nuestro país. Este dato nos permite dimensionar, por un lado, la magnitud del problema que sigue representando el narcotráfico pese al cambio de prioridades en materia de seguridad que provocaron los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001. Y por otro lado, se observa el verdadero alcance de haber militarizado la lucha antinarcóticos en países como México arrastrando un déficit en la profesionalización de sus estructuras policiales y desgastando la naturaleza del desempeño castrense en aras de resultados más que magros.

No obstante esta circunstancia, la influencia norteamericana no ha dejado de estar presente en el fortalecimiento de esta estrategia al elogiar públicamente a los funcionarios mexicanos encargados de llevar a cabo estas tareas
. En ese sentido, puede aventurarse que el espaldarazo estadunidense ha servido para reposicionar a funcionarios gubernamentales de origen castrense dentro del llamado gabinete de “orden y respeto”, como la cabeza de un esfuerzo aparentemente histórico en la lucha contra el narco (más de 13 mil narcos detenidos, además de la droga decomisada). El capital político que ello puede significar para el militar que representa legalmente al gobierno federal, no es poca cosa y es manifiesto en las propias expresiones con las que se vanagloria y desplaza a sus pares ante la mira presidencial.
Los costos institucionales respecto de las fuerzas armadas han sido, sin duda, muy altos, pues están marcados por una larga lista de nombres y hechos sobresalientes que datan desde 1984 hasta la revelación sobre oficiales de alto rango involucrados en el narcotráfico
 durante los primeros meses de gobierno. El régimen foxista ha enfrentado circunstancias que ponen en entredicho la viabilidad del esquema heredado del viejo régimen y que decidió seguir impulsando. Además de ventilar en forma pública el enjuiciamiento de generales acusados de participar en actividades de narcotráfico, ha tenido que enfrentar la dura decisión de desmantelar todo un batallón de infantería por las mismas razones
. Hacia noviembre de 2002, la justicia militar decretó formal prisión de 11 integrantes del 65 Batallón. Los afectados eran oficiales de baja graduación: un teniente, dos subtenientes, un sargento, dos cabos y cinco soldados rasos.
En al ámbito de la seguridad pública se observa un renovado ímpetu militarizador, luego de los primeros titubeos
 del gobierno civil ante la disyuntiva de retirar en forma gradual el componente castrense de la seguridad heredado del pasado autoritario priísta. La duda fue breve, pues como se apreciará, el gobierno foxista ha definido en forma evidente su estrategia de militarización de las fuerzas de seguridad pública en detrimento de la profesionalización de ambas estructuras de seguridad (castrenses y civiles).

De acuerdo con el Segundo Informe de Gobierno, Vicente Fox aumentó la participación de los mandos del Ejército, la Fuerza Aérea y la Armada de México en las políticas de seguridad pública a través de los llamados grupos de coordinación interinstitucional de cada estado de la República. Según el analista Jorge Luis Sierra, el esquema adoptado resulta similar a la unidad inter-agencial que existe en Estados Unidos
. Entre los grupos que funcionan actualmente se encuentran los Grupos de Coordinación Interinstitucional en Materia de Seguridad Pública y Factores de Riesgo a la Soberanía y Estabilidad Democrática; para Instalaciones Estratégicas; para Prevención y Control del Tráfico de Armas de Fuego, Municiones y Explosivos; además de los Grupos de Enlace Sectoriales y Grupo del Sistema Estadístico Uniforme para el Control de Drogas. 

Este componente castrense en la organización policiaca se manifiesta de manera enfática en los Grupos de Coordinación Interinstitucional de cada estado y con características que denotan intereses más allá de la seguridad pública. Es el caso de los grupos de Oaxaca y Guerrero donde concentran sus esfuerzos en el diseño de estrategias contrainsurgentes para contener a los movimientos armados como el Ejército Popular Revolucionario y sus derivaciones escindidas. Esta influencia militar de una u otra manera está vinculada, según reportes de organismos de defensa de derechos humanos, con comportamientos que vulneran el debido proceso legal y las garantías individuales
.

La actividad manifiesta de esta coordinación interinstitucional se ha reflejado en estructuras denominadas Bases de Operaciones Mixtas (BOM), integradas con autoridades ministeriales, judiciales y preventivas de los niveles estatales y federales, así como por elementos del Ejército Mexicano. Su aparición en el escenario de la seguridad pública en el territorio nacional no es nueva, sino que se trata de un esquema fortalecido por el gobierno de Vicente Fox, al revitalizar 63 BOM’s en toda la república.

Por otra parte, el Ejército se ha encargado de la formación y entrenamiento de toda la fuerza policíaca del país, especialmente la municipal. De acuerdo con cifras del Segundo Informe de Gobierno, en 2002 oficiales del Ejército aplicaron exámenes de habilidades psicomotrices a 4,924 elementos de corporaciones policíacas municipales, estatales y federales y adiestraron a 4,334 policías estatales y municipales. De igual modo, Fox permitió que los militares ocuparan los cargos más relevantes de mando en la Procuraduría General de la República, en el Centro de Planeación para el Control de Drogas (CENDRO, el organismo oficial de inteligencia contra el narcotráfico) y en la Policía Federal Preventiva (PFP), cuya fuerza militar se fortaleció con la transferencia de varios batallones de la Infantería de Marina. Con la formalización de la transferencia de la Tercera Brigada de Policía Militar y la inclusión posterior del Décimo Batallón de Policía Militar, sumaban ya ocho unidades del Ejército asignadas a la PFP. Durante el periodo que va de septiembre de 2001 a junio de 2002, la Policía Federal Preventiva tuvo un incremento de fuerza del 25 por ciento con la contratación de 1,700 elementos y la incorporación de 826 nuevos elementos a las Fuerzas Federales de Apoyo.

En el ámbito de la procuración de justicia federal, el componente militar no ha estado exento de figurar en sus estructuras y ha aumentado su influencia en forma exponencial a raíz del nombramiento de un general brigadier como Procurador General de la República. Hacia fines de 2002 y antes de la restructuración orgánica efectuada el presente año, por lo menos 227 militares estaban ocupando puestos en la Procuraduría, unos 20 en altos mandos. Más de 100 militares fueron asignados en la ahora extinta Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos contra la Salud (FEADS, y que ahora tiene rango de subprocuraduría), 42 en la nueva Agencia Federal de Investigaciones, 8 en el Centro Nacional para el Control de Drogas, (CENDRO), y los demás en el resto de los órganos
.

4. “Más allá de las armas...”

Al comienzo del primer bienio del gobierno foxista, fue manifiesta una perseverante campaña de propaganda ensalzando las labores del ejército mexicano. El contexto quizá era explicable por los señalamientos públicos que suponían una crítica a la verticalidad institucional de las fuerzas armadas: enjuiciamiento de generales por corrupción vinculada al narcotráfico y, sobre todo, la decisión presidencial de crear una fiscalía ad hoc para investigar crímenes en los que estuviesen involucrados funcionarios de gobiernos pasados. Lo anterior se traducía finalmente en una revisión, así fuese ministerial y con pocas probabilidades de llevar a juicio a exfuncionarios, del papel que jugaron elementos castrenses en acciones de represión selectiva (y a veces no tanto) contra la ciudadanía.

El esquema de propaganda procastrense en México no es nuevo, de hecho siempre que el presidente así lo considerase necesario encabezaba desde el aparato de gobierno campañas de mejoramiento de la imagen pública de las fuerzas armadas como parte del arreglo informal de sometimiento al poder civil configurado por la Revolución mexicana
. La novedad en la era del cambio foxista es que estas campañas son iniciativa y encabezadas por el propio ejército, marcando así un punto de inflexión en su caracterización como actor político supuestamente no deliberante.

En la era foxista, todo indica que el fáctotum militar sigue jugando un papel importante dentro del conjunto de valores sobreentendidos que se establecieron con el supuesto nuevo régimen y que, por desgracia en esta materia, sigue sin marcar su diferencia con el pasado. La primera parte del gobierno de Vicente Fox está caracterizado por señales ominosas que poco tienen que ver con la consolidación democrática y el fortalecimiento de las instituciones. Así lo deja ver, sin duda, el comportamiento faccioso del ejército al hacer creer que apoya al secretario de Gobernación desde su adelantada carrera presidencial e involucrarse en su pugna palaciega en contra de los miembros del gabinete que no pertenecían al partido del presidente. La salida del Consejero de Seguridad Nacional a comienzos de 2002, al margen de criterios de eficiencia o de justificaciones políticas, es la muestra evidente de las desviaciones de poder de instituciones que se ocupan de restaurar mecanismos antidemocráticos antes que fortalecer el Estado de Derecho. De ahí la obsesión de insistir en la militarización de las estructuras de seguridad en todo el país y en todos los niveles de gobierno. No es casual tampoco la reiterada declaración de inocencia “institucional” de las fuerzas armadas sobre su comportamiento criminal del pasado bajo las órdenes “institucionales” de los gobernantes civiles.

Este comportamiento resulta evidente en voz de los mismos altos mandos que encabezan las fuerzas regulares del ejército. Durante la celebración del llamado Día del Ejército, el 19 de febrero de 2002, el titular de la Secretaría de la Defensa Nacional, fue enfático al responsabilizar a los gobiernos civiles del pasado, del comportamiento castrense frente a movimientos sociales y políticos:

“... (el Ejército mexicano) siempre cumplió con lo que se le ordenó como razón de Estado(sic) ,...registra cómo cada gobierno hubo de encarar sus propias encrucijadas, y allí estuvo el Ejército para asumirlas como propias... (las Fuerzas Armadas) no son autónomas ni escogen las misiones que tienen que cumplir",... (es) "el mandato constitucional el que establece con claridad lo que debe hacer"
.
Sin dejar espacio a la duda institucional, en el mismo lugar que fuese señalado por un desertor del ejército como sitio de ejecuciones extrajudiciales de civiles, el secretario de la Defensa puntualiza en un tono que es preferible no calificar que su institución "es fiel observador de la legalidad" y ha aceptado y apoyado históricamente aquellas decisiones civiles. Por ello, en su perspectiva respecto de los episodios históricos a los que se ha vinculado al Ejército, “no se puede ni se deben adoptar interpretaciones unilaterales”
.

5. Conclusiones
Resulta grave la ausencia de una visión de Estado por parte del gobierno respecto de conceptos tan relevantes como la supremacía civil sobre las fuerzas armadas y, en particular, las características que deben observar las relaciones civiles militares en un régimen democrático.

La primera lección simplemente no está asimilada por los foxistas y gira en torno de la disminución de la intervención militar en la política. La injerencia castrense en la política de un país no ocurre sólo en los golpes de Estado sino también por una expansión gradual del poder militar y de sus prerrogativas.

La autoridad civil debe estar presente en todas las áreas de las políticas públicas, donde se incluye, por supuesto, la formulación e implementación de la política nacional de defensa. La cabeza de un gobierno civil y democrático debe ejercer liderazgo y autoridad sobre las instituciones militares: debe tener capacidad para definir su presupuesto, estrategias de defensa y prioridades, adquisición de armamento así como la determinación de la currícula y doctrina militar; y el Congreso, por su parte, debe al menos tener la capacidad de revisar tales decisiones y supervisar su implementación. Este riesgo ha sido señalado en forma precaria por los expertos nacionales en seguridad y defensa
, cuya mayoría se ocupa en aprovechar la coyuntura provocada por el 11 de septiembre por su rentabilidad académica y/o económica, dejando de lado apuntar la situación que guarda la relación civil-militar en México y las tareas pendientes para consolidar un régimen democrático.

La capacidad de gobernar en democracia no implica sólo la autoridad formal que, en el caso de México, se reconoce a nivel discursivo solamente, sino también el conocimiento, entendimiento y experiencia para hacer que este esquema verdadero de gobernabilidad democrática, más allá de la retórica, gane credibilidad, respeto y aceptación de las propias fuerzas armadas.

Se trata de un proceso gradual y que debe contar con la participación madura y ponderada de los actores políticos y las instituciones civiles. Sin embargo, el mero planteamiento de este modelo democrático, es motivo de la más encendida crítica y censura por parte de los voceros castrenses (oficiosos y formales) y de la torpe defensa de los funcionarios civiles. Lo cierto es que la oportunidad histórica que representó la victoria de Vicente Fox sobre el sistema priísta, parece extinguirse con pasos que miran hacia el pasado y que difícilmente pondrán a México “al día y a la vanguardia” en este aspecto.
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